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conforme a lo dispuesto en el articulo 61 del presente Convenio
Económico.

Tercera.-En el caso de producirse una reforma sustancial en el
ordenamiento jurídico tributario del Estado. se procederá por ambas
Administraciones, de común acuerdo, a la adaptación del presente
Convenio a las modificaciones que hubiesen experimentado los tributos
convenidos y a la revisión, en su caso, de la aportación liquida del año
base del quinquenio que corresponda, en la forma y cuantía procedentes,
con efectos a partir del año en que entre en vigor la citada reforma.

Cuarta.-Hasta tanto se aprueben por la Comunidad 'Foral las
disposiciones reguladoras de las tasas a que se refiere el número 2 del
artículo 34, se aplicarán las normas vigentes en territorio común.

Quinta.-EI Estado y la Comunidad Foral podrán acordar la financia­
ción conjunta de inversiones a realizar en Navarra, o en otros territorios,
cuando la naturaleza o características de las mismas aconseje este tipo
de financiación. ..

Sexta.-Ambas Administraciones, de común acuerdo, establecerán
anualmente la valoración del coste de las competencias ejercidas por la
Comunidad Foral en materia de policía.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

839/1978, de 30 de marzo, de armonización de los regimenes fiscales
común y foral, en materia de medidas urgentes de reforma fiscal; el Real
Decreto 2655/1979, de 19 de octubre, por e! que se establecen normas
de carácter provisional para la adaptación del Impuesto sobre la Renta
de las Personas Fisicas y del Impuesto sobre Sociedades en territorio de
régimen común y foral de Navarra, y la Ley 18/1986, de 5 de mayo, de
adaptación del Convenio Económico al nuevo régimen de Imposición
Indirecta, con excepción de su Capítulo V que quedará derogado a partir
de 1 de enero de 1990.

Sin perjuicio de lo establecido en el párrafo anterior serán exigibles,
por la Administración del Estado y por la de la Comunidad Foral de
Navarra, las respectivas obligaciones tributarias derivadas de la norma­
tiva que se derroga, de acuerdo con los críterios de armonización
anteriormente vigentes.

ANEXO 1

DETERMINACION DE LA APORTACION DE NAVARRA
DEL AÑO BASE 1990

31118 LEY 29/1990. de 26 de diciembre. del Fondo de Compensa­
ción Int('flerritoriai.

JUAN CARLOS 1

REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en

sancionar la siguiente Ley: .

El artículo 158.2 de la Constitución dispone que, con el fin de
corregir los desequilibrios económicos interterritoriales y hacer efectivo
el príncipio de solidaridad, se constituirá un Fondo de Compensación
con destino a gastos de inv.ersión, cuyos recursos serán distribuidos por
las Cortes Generales entre las Comunidades Autónomas.

La Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación de. las
Comunidades Autónomas, en cumplimiento del mandato constitucio­
nal, establece en su artículo 16 los principios generales y las normas
básicas a los que debe ajustarse el CItado r'ondo, encomendando a una
Ley ordinaria la regulación específica del mismo.

La Ley 7/1984, de 31 de marzo, del Fondo de Compensación
lnterterritorial, cumplió la previsión de la Ley Orgánica, precisando
cada uno de los aspectos esenciales del Fondo y desarrollando un
conjunto de preceptos para concretar su funcionamiento e instrumenta­
ción, tanto en el ámbito financiero como presupuestario, que constitu­
yen, hasta la fecha actual, las reglas vigentes en la materia.

Dentro del conjunto de mencanismos del Sistema de Financiación de
1...... r ................ ~A ..... rl""'" ,' .. <tAo ...................... "",1 C .....M ..... A<>.,. r ....~<r"'IoAnL'.,.r>.;ñ1"l. Tnt..rtArrltn_
la;) .......VuIUllIUaUC;;) .t"'I.ULUIJUUla::., .... 1 .l VUUU UI.. '"-'UIU ........ U ...........VU .. IU,..... L""IIJ.LU-

rial desempeña una misión fundamental como elemento de articulación
del mismo con los principios de solidaridad y redistribución de renta y
riqueza, cuya efectividad es indispensable para la armonía y estabilidad
del Estado de las Autonomías.

Al promulgarse la Ley de 31 de marzo de 1984 el proceso auto­
nómico se encontraba en sus inicios, los mecanismos de financiación
básica aún no se habían instrumentado sino parcialmente, y el conjunto
del Sistema de Financiación iba materializándose paulatinamente, con
el designio primordial de cubrir el período provisional regulado por la

Primera.-Para el quinquenio 1990/1994 el índice de imputación al
que se refiere el artículo 51 de este Convenio es el 1,60 por lOO.

Segunda.-Conforme a lo previsto en la Disposición Final y en la
Disposición Adicional Primera, la aportación liquida-definitiva a satis­
facer por la Comunidad Foral en el año 1990 es de 30.913,7 millones
de pesetas.

Tercera.-Durante el primer quinquenio de vigencia del presente
Convenio, a la rccaudación real de Navarra por el Impuesto sobre el
Valor Añadido se le añadirán:

a) El 1,547 por 100 de la recaudación estatal por el Impuesto sobre
el Valor Añadido .obtenida en las Aduanas.

b) El 0,255 por 100 de la recaudación real del Impuesto sobre el
Valor Añadido, excluida la de las Aduanas, obtenida en territorio común
dividida por 0,92811, o de la recaudación real de Navarra dividida
por 0,012.9-2,' según que el porcentaje de recaudación de Navarra con
respecto a la total estatal, excluido el País Vasco, sea superior o inferior,
respectivamente, al 1,392 por 100.

Cuarta.-Si en cualquiera de los años que, durante la vigencia del
¡>resente Convenio Económico, deban considerarse como año base de
quinquenio, no se aprobase en plazo oportuno la aportación liquida
correspondiente al citado año base, se fijará, para dicho ejercicio y, en
su caso, para los subsiguientes, una aportación liquida provisional,
conforme a lo establecido en el número 3 del artículo 53 de este

-Convenio Económico. ~

Las aportaciones liquidas provisionales así determinadas no serán
objeto de liquidación definitiva y serán regularizadas una vez estable­
cida la aportación liquida definitiva del año base del quinquenio
correspondiente. .

Quinta.-En el primer ejercicio de aplicación del presente ConvenIo
- Eeonómico, las normas contenidas en la Sección Tercera del Capítulo

Segundo y Sección Tercera del Capítulo Tercero, del Título Príme~o,
tendrán en cuenta como volumen de operacIones y lugar de reahzaclOn
dc las mismas las que hubieran correspondido como definitivas en el
ejercicio precedente, de haber estado vigentes en e! mismo dichos
preceptos.

Asimismo, las retenciones en la fuente, ingresos y pagos a cuenta que
proceda efectuar durante el citado primer ejercicio se practicarán de
acuerdo con los criterios establecidos en el párrafo anterior.

DISPOSICION FINAL

Este Convenio Económico entrará en vigor e! día siguiente al de su
. ñuhlicación en el «Boletín Oficial del Estado» v surtirá efectos conforme
a las siguientes reglas:

La El Título Preliminar y el Título Tercero se aplicarán a partir de
la entrada en vigor de este Convenio. .

2.a El Título Primero se aplicará a los tributos devengados a partIr
del 1 de enero de 1991.

3." Los Capítulos Primero y Segundo del Título Segundo y e!
artículo 58 se aplicarán a partir del 1 de julio de 1990.

4." El artículo 59 se aplicará a partir del 1 de enero de 1990.

DISPOSICION DEROGATORIA

En el momento en que, conforme a lo que se determina en la
Disposición Final, comiencen a surtir efectos las normas contenidas en
este Convenio Económico quedarán derogadas cuantas disposiciones se
opongan a las mismas y, en particular, las establecidas en el Decreto-ley
16/1969, de 24 de julio, por el que se fija la aportación de Navarra al
sostenimiento de las cargas generales de la Nación y se armonizan su
peculiar régimen fiscal con el general del Estado; el Real Decreto

Concepto

Presupuesto de! Estado. Gastos
Cargas ejercidas por Navarra

Ministeríos y Secciones 32 y 33
Policía

Cargas del Estado no asumidas ..
Aportación íntegra (9.137.929,9 x 0,0160) .
Compensaciones

Por tributos no convenidos.
(1.796.200,0 x 0,0160)

Por otros ingresos no tributaríos .
(1.036.680,0 x 0,0160)

Por déficit presupuestario.
(2.007.529,0 x 0,0160)

Por impuestos directos convenidos

Aportación liquida del año base .

Millones
de pesetas

12.694.509,0
3.556.579,1

3.513.430,5
43.148,6,1- _

9.137.929,9
146.206,9
84.379,3

28.739,2

16.586,9

32.120,5

6.932,8 f-----
61.827,5
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Disposición Transitoria primera de la Ley Orgáncia de Financiación de
las Comunidades Autónomas.

En este contexto del período transitorio el Fondo tuvo que articu­
larse con los mecanismos de financiación básica tal como estaban
concebidos en su función interina, y para ello resultó necesario disponer
que sus recursos, además de tener como objetivo el desarrollo de los
territorios más desfavorecidos, señalado por la Constitución, atendiesen
simultáneamente las necesidades de gasto en inversiones nuevas de los
serviciós traspasados por el Estado.

Con ello surgió el doble carácter del Fondo que ha permanecido
hasta hoy, o si se quiere, los dos objetivos del mismo: La solidaridad
interregional y la financiación de los servicios transferidos a las
Comunidades Autónomas en relación a las inversiones nuevas de los
mismos. Por ello, la normativa contenida en la Ley 7/1984, de 31 de
marzo, es fiel reflejo de dicha duplicidad, cuyos ejemplos más significati­
vos se encuentran en que todas las Comunidades Autónomas fueran
perceptoras del Fondo; en que el reparto del mismo entre ellas y la
Administración central se produjese en función de la situación compe­
tencial de cada momento respecto a los servicios transferibles, y, por
último, en el destino de sus recursos a financiar exclusivamente
inversiones reales nuevas.
--Efcitado período transitorio concluyó el31 de.diciembre de 1986. El
dia 7 de noviembre de dicho año el Consejo de Politica Fiscal y
Financiera aprobó el método del Sistema de Financiación de las
Comunidades Autónomas, cuya vigencia comenzó elIde enero
siguiente, dando con ello cumplImiento a lo establecido en el artículo 13
de la Ley Orgánica de 22 de septiembre de 1980. Con este motivo, en
un intento por desvincular el Fondo de la financiación de los servicios
traspasados por el Estado, se procedió a integrar recursos en la
financiación incondicional por un importe igual al veinticinco por
ciento del mismo.

Sin embargo, este esfuerzo sólo permitió cubrir en parte las necesida­
des de la financiación básica, por lo que el Fondo debió seguir vinculado
parcialmente a la misma, hasta tanto se solucionase la problemática de
la financiación incondicionada, cuyo sistema podría ser revisado, según
lo previsto para el ejercicio 1992.

. Por otra parte, la definición y ponderación de algunas de las variables
de distribución del Fondo, regulada en la Ley de 31 de marzo de 1984,
ha venido produciendo en los últimos años, progresivamente, resultados
en su reparto que pueden calificarse de imprevisibles y discordantes con
el principio de solidaridad que, a pesar de la doble función desempeñada
por el Fondo, constituye su objetivo intrínseco conforme a lo dispuesto
en la Constitución.

Como consecuencia de la referida distorsión en la distribución del
Fondo, los recursos percibidos por las Comunidades Autónomas menos
desarrolladas, desde 1987 hasta la fecha, han ido disminuyendo sensible­
mente, y como contrapartida, han aumentado los correspondientes a los
territorios con mayor renta dentro del Estado. •

Lo anteriormente expuesto permite afirmar que en virtud del
transcurso del tiempo y de la observación del comportamiento del
Fondo bajo la normativa vigente hasta hoy, se han acumulado tres
motivos significativos que demandan su revisión: La doble finalidad del
Fondo, que persistió·tras la reforma del Sistema de Financiación básica;
la desviación relativa de sus recursos hacia los territorios más desarrolla­
dos, y, finalmente, el cumplimiento del plazo establecido por la Ley
Orgánica de Financiación de las Comunidaaes Autónomas para la
revisión de la ponderación de los criterios de reparto de este mecanismo
financiero.

Además, a los tres motivos anteriores debe añadirse la conveniencia
de que el Esiado adopte, tras el ingreso en la Comunidad Económica
Europea, una politica regional coherente y armónica con la comunitaria,
lo que exige la puesta en práctica de' criterios -de selectividad en las
acciones de desarrollo regIOnal, de mo-do que los dos mecanismos
financieros de carácter solidario y redistributivo, el Fondo Europeo de
Desarrollo Regional y el Fondo de Compensación Interterritorial, se
complementen y potencien respectivamente -conforme corresponde a
dos instrumentos que persiguen idéntico objetivo.

Este conjunto de importantes razones ha aconsejado proceder ya a la
reforma de la normativa reguladora del Fondo, en lugar de demorarla
hasta el momento de la negociación del próximo acuerdo entre la
Administración Central y fas Comunidades Autónomas sobre el Sistema
de Financiación básica. Ello permitirá que la citada negociación quede
limitada a la instrumentación y evolución de la partIcipación de las
Comunidades Autónomas en los ingresos del Estado. Por otra parte, el
nuevo Sistema de Financiación autonómica que surja de la misma en
modo alguno queda condicionado por la reforma del Fondo que se lleva
a cabo a través de esta Ley.

Coherentemente con todo lo expuesto, la presente Ley no se limita
a revisar la ponderacióri de los criterios de distribución del Fondo, sino
que regula a éste en todos sus aspectos esenciales, delimitándolo como
instrumento de desarrollo regional destinado exclusivamente a hacer
efectivo el principio de solidaridad y exonerándolo de su vinculación a
la financiación de. los servicios traspasados por el Estado.

En esta linea, la reforma más profunda es, sin duda, la referente a las
Comunidades Autónomas perceptoras de los recursos, que serán única-

mente las de menor desarrollo económico dentro del Estado. Respecto
a ello conviene señalar que todas están consideradas, asimismo, como
Objetivo I por la Comunidad Económica Europea.

La determinación de los territorios beneficiarios del nuevo Fondo se
hace a nivel de Comunidad Autónoma, consecuentemente con la
práctica adoptada por la Comunidad Económica Europea para determi­
nar las regiones beneficarias de los Fondos Estructurales del Objetivo 1.
Sin embargo, es preciso reconocer que existe también una gran diversi­
dad de niveles de desarrollo dentro de algunas Comunidades Autóno­
mas, incluso entre aquellas que, en raZÓn a los valores medios de
desarrollo de la región no entran dentro del grupo de beneficiarias del
Fondo de Compensación InterterritoriaI.

En tal sentido, la Comunidad Autónoma de Aragón presenta
características particulares que, aún fuera de los mecanismos previstos
en esta Ley, es "preciso atender sin dilaciones. En particular, la
problemática situación de la provincia de- Teruel requiere medidas
excepcionales que no podrían ser adoptadas en el contexto del Fondo,
por lo que el Gobierno manifiesta expresamente su voluntad de
atenderlas adecuadamente, en razón a su especificidad, en cuantía
suficiente y en el plazo más breve posible.

El segundo aspecto destacable de la reforma es la definición de las
variables de reparto y su ponderación. En cuanto a lo primero,
observando lo establecido en el artículo 16 de la Ley Orgánica de
Financiación de las Comunidades Autónomas, se adoptan siete varia­
bles de distribución entre las que están todas las consideradas como
obligatorias. Respecto a la ponderación de dichas variables, la limitación
del número de Comunidades Autónomas perceptoras a las de menor
renta y desarrollo ha devenido en un conjunto de territorios beneficia·
rios más homogéneo en sus características, lo que a su vez ha aconsejado
otorgar a la variable población el mayor peso relativo en la distribución .
de los recursos. De esta forma, se adopta un sistema próximo al def
Fondo Europeo de Desarrollo Regional y se respeta el principio de
solidaridad, que queda garantizado por la exclusión de los territorios con
mayor renta y por la utilización entre los restantes de criterios
redlstributivos (renta relativa, paro, saldo migratorio, dispersión de la
población e insularidad).

En tercer lugar, respecto a la cuantía global del Fondo, se determina
en función de la inversión pública incluida en los Presupuestos
Generales del Estado ponderada por la población relativa del conjunto
de Comunidades Autónomas beneficiarias sobre la estatal y por el
coci~nte entre la renta por habitante media nacional y la renta I?or
habItante de las Comunidades Autónomas partícipes. La innovaCIón
consiste en establecer una correlación sistemática coherente entre la
restricción de mínimos establecida en la Ley Orgánica de Financiación
de las Comumdades Autónomas y la exclusividad de un número
reducido de perceptores del Fondo. . --

También la Ley introduce cambios significativos sobre el destino de
los recursos del Fondo, desapareciendo la interpretación restrictiva de la
Ley de 31 de marzo de 1984 respecto a la expresión «gastos de
inversiÓn» utilizada en la LOFCA. A partir de I de enero de 1990, el
Fondo podrá financiar tanto inversiones reales como transferencias de
capital, coordinándose así con las actuaciones permitidas por el Fondo
Europeo de Desarrollo Regional y facilitando las decisiones sobre los
proyectos más adecuados para generar, directa o indirectamente, la
producción de renta y riqueza. .

Finalmente, la Ley regula la administración y percepción de los
recursos del Fondo, estableciendo criterios y plazos que compatibilicen
las reglas estatales de ejecución presupuestaria con la puesta de aquéllos
a disposición de las Haciendas autonómicas, de modo que éstas puedan
cumplir puntualmente sus compromisos de gasto, y respetando su
autonomía financiera.

Respecto a la ejecución de las inversiones que, con cargo al Fodo, se
acuerden entre la Administración Central y las Comunidades Aut()no­
mas, perceptoras, se establece un mecanismo de control parlamentaría
atribuido al Senado y encauzado con la intermediación del Tribunal de
Cuentas y, en su caso, de los Tribunales de Cuentas de las Comunidades
Autónomas, que deberán presentar un informe sobre el grado de
ejecución de los proyectos de inversión. .

ArtIculo 1

En virtud de lo dispuesto en el artículo 16 de la Ley Orgánica de
Financiación de las Comunidades Autónomas, se dotará anualmente en
los Presupuestos Generales del Estado el Fondo de Compensación
Interterritorial, conforme se establece en la presente Ley.

ArtIculo 2

I. La cuantía anual del Fondo se determinará aplicando un
porcentaje, que no podrá ser inferior al treinta por ciento, a la base de
cálculo constituida por la inversión pública, tal como se define en el
artículo siguiente.
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2. Para el ejercicio de 1990 el porcentaje al que se refiere el núme·
ro I antenor será el que establece la disposición transitoria segunda de
esta Ley.

3 Para los años siguientes, el porcentaje correspondiente a cada uno
de ellos se aprobará por las respectivas Leyes de Presupuestos Generales
del Estado.

F = Importe global del FC!.
ni = Población relativa de la Comunidad i, en relación a la población

total de las Comunidades beneficiarias del FC!.
Ri = Valor Añadido Bruto al coste de los factores por habitante de la

Comumdad l.
R = Valor Añadido Bruto al coste de los factores de las Comunidades

beneficIanas del FCI, dividido por su población.

2. . Para el Valor Añadido Bruto, la población, el número de parados
y el numero de actIVOS, se tomarán los valores medios de los. últimos
cinco años disponibles, según las estimaciones efectuadas por el INE. En
todo caso, para la población se utilizarán las estimaciones del INE para
el mIsmo penodo al que se refieran los valores del Valor Añadido Bruto.
Para las Entidades singulares se utilizará el último dato disponible
elaborado por el INE.

3. Para la superficie, se utilizarán las cifras publicadas por el
InstItuto Geográfico Nacional.

4. El Instituto Nacional de Estadistica elaborará y publicará los
datos precIsos que han de servir para determinar la parficipación final
que corresponda a cada Comunidad Autónoma en el Fondo de
Compensación Interterntorial.

Articulo 6

l. Los recursos del Fondo se destinarán a financiar proyectos de
inversión. a efectuar por la Comunidad Autónoma que promuevan,
duecta o IndIrectamente, la creación de renta y riqueza en el territorio
beneficiario.

2. La adscripción de los recursos del Fondo a los distintos
proyectos de inversión se efectuará, de común acuerdo entre la
Administración Central y la Comunidad Autónoma, en el seno del
Comité de Inversiones Públicas.

3. En los Presupuestos Generales del Estado de cada ejercicio
económico figurará una relación expresa de los proyectos de inversión
que se financien con cargo al Fondo.

4. Cuando por motivos imprevistos no pueda ejecutarse algún
proyecto de inversión de los inicialmente acordados, la sustitución del
mIsmo por un nuevo proyecto se efectuará a propuesta de la Comunidad
Autónoma y teniendo en cuenta el cauce formal establecido en el
número 2 anterior.

ArtIculo 7

1. Los créditos del Fondo figurarán en cada ejercicio económico en
Sección específica de los Presupuestos Generales del Estado, en la que
se habIlitarán tantos Servicios como Comunidades Autónomas benefi·
ciarias.

2. Para armonizar las necesidades de Tesorería de la Hacienda
Central con las de las Comunidades Autónomas, los créditos del Fondo
se transferirán a éstas del modo siguiente:

a) El veinticinco por ciento del importe de cada proyecto, cuando
se haya, producido la adjudicación de la obra o suministro objeto de la
¡nverSlOn.

b) El cincuenta por ciento del impone de cada provecto cuando la
ejecución del mismo se haya efectuado en igual porceÍttaje, debiendo
haber transcumdo, al menos, dos trimestres desde la iniciación del
ejercicio al que se refiera el Fondo.

C) El veinticinco por ciento restante cuando se haya ejecutado la
totaltdad del proyecto, debiendo haber transcurrido, al menos, tres
trimestres desde la iniciación del ejercicio al que se refiera el Fondo.

3. No obstante lo dispuesto en el número 2 precedente, los créditos
correspondientes a proyectos de inversión que figuren en los Presupues·
tos de la Comunidad Autónoma como transferencias de capital, se
perclblran por esta por cuartas partes trimestrales una vez aprobado el
acuerdo de concesión de la subvención por sus órganos competentes.

4. Para perCIbIr los recursos del Fondo correspondiente a los
distintos proyectos de inversión, con arreglq a lo previsto en los
números 2 y 3 anteriores, será suficiente con que las Comunidades
Autónomas procedan a la petición de los mismos efectuada al órgano
gestor de los créditos en el Ministerio de Economia y Hacienda.

5.. Conforyne a lo dispuesto en el articulo 16.5 de la Ley Orgánica
. de FInanclacl.,n de las ComUnIdades Autónomas, los remanentes de
créditos del Fondo en un ejercicio económico quedarán afectos en los
siguientes a la ejecución del respectivo proyecto de inversión o, en su
caso, del que le sustituya, a cuyos efectos dichos remanentes serán
incorporables autómáticamente.

Articulo 8

l. Las dotaciones del Fondo de Compensación Intenerritorial
podrán dedicarse a financiar proyectos conjuntos de distintas Adminis·
traciones.

i en función de la 2. Las Entidades Locales podrán solicitar de la Comunidad Autó·
noma correspondiente la ejecución en todo o en parte, de aquellos

- proyectos de inversión que se desarrollen en su ámbito territorial. Si el

T; = rFni[1 - (R/R:)]

siendo:
Ti = Redistribución del Fondo de la Comunidad

inversa de la renta por habitante.
r = Parámetro de ponderación igual a 3,624.

ArtIculo 3

l. Para determinar la base de éálculo del Fondo se entenderá por
inversión pública el conjunto de los gastos del ejercicio respectivo
InclUidos en los Presupuestos Generales del Estado y de sus Organismos
autónomos. correspondientes a inversiones reales nuevas de carácter
civil. ponderándose el impone resultante por la población relativa del
conjunto de Comunidades Autónomas que, según lo establecido en la
disposición transitoria tercera. sean beneficiarias de los recursos del
Fondo. respecto a la total del Estado, y por el índice resultante del
COCIente entre la renta por habitante media nacional y la renta por
habItante de las Comunidades Autónomas panícipes.

2. La renta a que se refiere el apanado anterior se define como el
Valor Añadido Bruto al coste de los factores.

Los Valores de población y Valor Añadido Bruto utilizados para el
cálculo de la Inversión pública serán los últimos datos disponibles por
el Il\ E y, en todo caso, los datos de ambas variables se referirán al
mismo período de tiempo.

ArtIculo 4

l. El Fondo de Compensación Intenerritorial se distribuirá entre
las Comumdades Autónomas perceptoras del modo siguiente:

. al El ochenta y siete coma cinco por ciento del mismo, de forma
dIrectamente proporctonal a la población relativa.

b) El uno coma seis por ciento, de forma directamente proporcio·
nal al saldo migratorio.

. c) El uno por ciento, de forma directamente proporcional al paro
según se define en el aniculo siguiente. '

d) El tres por ciento, de forma directamente proporcional a la
superficie de'cada territorio.

e) Useis coma nueve por ciento, de forma directamente proporcio­
nal a la dIsperSIón de la población en el territorio, en la forma indicada
en el artículo siguiente.

2. Una vez efectuado el reparto del Fondo con los criterios y
ponderaciones del número I precedente, el resultado obtenido se
corregIrá en función de los siguientes criterios:

a) La inversa de la renta por habitante de cada territorio tal como
se indica en el artículo siguiente. '

b) La insularidad, que se considerará incrementando en un sesenta
y tres coma uno por ciento la cantidad que le haya correspondido a la
Comumdad Autónoma de Cananas por el conjunto de los criterios
expresados 00 los apartados l.a), l.b), l.c), l.d), l.e) y 2.a) precedentes,

. y el Incremento que ello suponga se detraerá a las restantes Comunida·
des Autónomas, en pr9porción a las cantidades que le hubiesen

- correspondIdo por los mismos apanados antes citados.

Articulo 5

l. Las variables expresadas en el anículo anterior se definen del
modo siguiente:

a) La población relativa de cada Comunidad será el cociente entre
su población de derecho y la del conjunto de las Comunidades
AutÓnomas partícipes.

b) La variable saldo migratorio a que se refiere al artículo anterior
se definirá por la media del saldo migratorio interno de cada Comuni·
dad más la media de emigración exterior, correspondiente a los últimos
dIez años. Tomarán valor cero las Comunidades cuyo saldo sea positivo

. distribuyéndose exclusivamente entre las restantes. '
c) La variable paro a que se refiere el articulo anterior se definirá

como el cociente entre el número de parados y el número de activos de
cada Comumdad ponderado por la relación existente entre el número de
activos de cada Comunidad y el número total de activos del conjunto
de las Comumdades beneficiarias del Fondo.

dí . La variabledispersión de la población en el territorio, será igual
al numero de Entidades SIngulares por kIlómetro cuadrado de cada
Comumdad ponderado por la relación existente entre la superficie de
cada Comunidad y la superficie total del conjunto de las Comunidades
beneficiarias del Fondo.

e) . El criterio de corrección de la inversa de la renta por habitante
se aplicará de acuerdo con la siguiente fórmula:
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proyecto de inversión afectare a competencias de las Entidades Locales,
la gestión y ejecución del mismo se determinará de mutuo acuerdo.

3. Cuando entre los proyectos de inversión incluidos en el Fondo
de Compensación Interterritorial que corresponda auna Comunidad
Autónoma existan algunos cuya ejecución se haya encomendado a una
Entidad Local, de acuerdo con lo establecido en el punto anterior, la
Comunidad Autónoma le transferirá los recursos financieros necesarios
en la misma forma que se prevé en el articulo séptimo para las relaciones
entre la Administración Central y las Comunidades Autónomas.

4. La justificación por parte de las Comunidades Autónomas de las
obras o adquisiciones realizadas a través de las Entidades Locales se
efectuará al final de cada ejercicio económico.

tación Regional de Cantabria para 1990. Y se. hace saber qu~ en el
mencionado recurso se ha mvocado por el PreSIdente del Gobierno el
artículo ! 61.2 de la Constitución, lo que produce la suspensión de la
vigencia)' aplicación de los mencionados preceptos impugnados para las
partes de! recurso desde la fecha de interposición del mismo -22 de
diciembre de 1990- y para los terceros desde que este acuerdo aparezca
publicado en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 26 de diciembre de 1990.-El Presidente del Tribunal
Conslitucional. por autorización. Francisco Rubio.

Número de habitantes
Cuantía anual

Ilmo. Sr. SubsccrcLariu dt: Ju:sdda.

Pesetas

300.000
192.000
96.000
60.000

ORDEN de 17 de diciembre de 1990 por la que se dispone
la publicación en el «Boletin Oficial del Estado» deL
Acuerdo del Consejo de Ministros por el que se fija el
módulo para la listribución del crédito que figura en los
Presupuestos Generales del Estado para 1990. destinado a
subvencionar los gastos de funcionamiento de los Jlegados
de Paz.

Igual o más de 7.000.
Entre 3.000 y 7.000.
Menos de 3.000 y más de 1.000.
Igual o menos de 1.000.
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Segundo.-Las subvenciones que correspondan por aplicación de los
módulos establecidos en el apartado anterior. se librarán a los Ayunta­
mientos de la Comunidad Autónoma de Calaluña en la parte proporcio­
nal que corresponda hasta la fecha de efectividad del traspaso de
funciones de la Administración del Estado a la Generalidad"de Cataluña
en mateia de provisión de medios materiales y económicos para el
funcionamiento de la Administración de J ustcia a que se refiere el anexo
del Real Decreto 966/1990. de 20 de julio.

Tercero.-En virtud de lo dispuesto en el Real Decreto 1684/1987,
de6 de no"iembre, sobre t1'llspaso de funciones del Estado a la
Comunidad AutÓnoma del País Vasco en materia de provisión de
medios materiales y económicos para el funcionamiento de la Adminis­
tración de Justicia, el presente acuerdo no será de aplicación a los
Ayuntamientos de la mencionada Comunidad Autónoma.

Cuarto.-Por los Ministros de Justicia y de Economía y Hacienda se
determinarán los procedimientos de gestión para librar a los Ayunla­
mientas las cantidades referidas.»

Lo que comunico a V. 1.
Madrid. 17 de diciembre de 1990.

MINISTERIO DE JUSTICIA

A propuesta del Ministro de Justicia, el Consejo de Ministros. en su
reunión del día 2 de noviembre de 1990, ha adoplado el siguiente
Acuerdo:

«Primero.-Las subvenciones a los Ayuntamientos para lós gastos de
funcionamiento de los Juzgados de Paz se modularán en función de la
población de derecho de los municipios. de conformidad con los
siguientes tramos:

JUAN CARLOS R.

DISPOSICION DEROGATORIA
Sin perjuicio de 10 establecido en la Disposición Transitoria primera,

queda derogada la Ley 7/1984, de 31 de marzo.

DISPOSICION FINAL

La presente Le~ entrará en vigor al.d!a siguiente de. su publicación
en el «Boletín OfiCIal del Estado» y surtlra efectos a partIr de I de enero
de 1990.

Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y autoridades, que guarden

y hagan guardar esta Ley.
Madrid, 26 de diciem bre de 1990.

Artículo 9

1. El control parlamentario de los proyectos de inversión financia­
dos con cargo al Fondo se llevará a cabo por las Cortes Generales, a
través de la Comisión de Seguimiento constituida en el Senado, y por
las Asambleas legislativas de las respectivas Comunidades AutÓnomas.

2. No obstante, el Tribunal de Cuentas del Estado y, en su caso, los
Tribunales de Cuentas de las Comunidades Autónomas, presentarán
ante los Organos Legislativos citados en el número 1 anterior, respecti­
vamente, informe separado y suficiente de todos los proyectos financia­
dos con cargo al Fondo de Compensación Interterritorial.

3. Con objeto de permitir el control parlamentario las Comunida­
. des Autónomas contabilizarán analíticamente los costes imputables a
cada proyecto de inversión, así como las unídades fisicas de realización
del mismo que resulten más significativas.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS
Primera.-Los proyectos de inversión del Fondo de ejercicios anterio­

res al de 1990, que se hallen pendientes de ejecución a la entrada en
vigor de esta Ley, se regirán por la Ley 7/1984, de 31 de marzo.

Segunda.-Para el ejercicio de 1990 el porcentaje al que se refiere el
número 2 del artículo segundo es el del treinta y dos coma sesenta y
ocho mil setecientas ochenta y tres diezmilésimas por ciento.

Tercera.-En los ejercicios 1990 y 1991 serán beneficiarias del Fondo
las Comunidades Autónomas de Galicia, Andalucia, Canarias, CastilIa­
La Mancha, Castilla y León, Extremadura, Murcia, Comunidad Valen­
ciana y Asturias.

Para los ejercicios siguientes serán beneficiarias del Fondo las
Comunidades Autónomas que, a tal efecto, figuren designadas en las
Leyes de Presupuestos Generales del Estado.

DISPOSICION ADICIONAL

Con independencia de los créditos del Fondo resulados en la
presente Ley, durante la vigencia de la misma la Admmistración del
Estado efectuará inversiones en Céuta y Melilla por un importe igual,
como mínimo, al cero coma setenta y cinco por ciento del total del
Fondo en cada territorio. Dichos proyectos figurarán incluidos en la
relación a la que se refiere el número 3 del artículo sexto anterior.

El PTesidenle del Gobierno.
FELIPE GONZALEZ MARQUEZ

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL
MINISTERIO

DE ECONOMIA y HACIENDA
REAL DECRETO 163811990. de 20 dc diciembre. por el
que se aprueba la nomenclatura y los derechos arancelarios
para el año 1991.

El Real Decreto 1455/1987, de 27 de noviembre, modificado en
último lugar por el Real Decreto 1598/1989, de 29 de diciembre, aprobó
una nomenclatura del Arancel de Aduanas, tomando como base el
nuevo Arancel comunitario que recogía la Nomenclatura del Sistema
Armonizado y conservando aquelIas subpartidas españolas que, por
razón de su tratamiento arancelario, debían mantenerse durante el

RECURSO de inconslZtuciona/idad número 2.96511990. 3112'
planteado por el Presidente del Gobierno contra determina·
dos preceptos de la Ley de la Asamblea Regional de
Cantabria 1011990. de 4 de octllbre.

El Tribunal Constitucional, por providencia de 26 de diciembre
actual, ha admitido a trámite el recurso de inconstitucionalidad
número 2.965/1990, planteado por el Presidente del Gobierno contra
los apartados 2 y 3 del artículo 19 de la Ley de la Asamblea Regional
de Cantabria 10/1990, de 4 de octubre. de Presupuestos de la Dipu-
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